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1.- VISTOS 

Procede la Sala a resolver la impugnación incoada por el coaccionante JORGE MARIO GALEANO ARROYAVE, contra el fallo de tutela proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira el día dieciocho (18) de marzo del año que avanza, con motivo de la acción que en compañía del señor DIEGO ALEXANDER QUINTERO, instauraran contra el Director del Centro de Reclusión de esta ciudad. 

2.- DEMANDA 

Acuden los penados tutelantes al mecanismo constitucional en procura de protección a sus derechos a la vida, a la igualdad, y demás derechos de los reclusos, por cuanto sin tener ningún problema o existir sanción disciplinaria fueron trasladados del patio donde venían purgando sus condenas y enviados al pabellón 6º, señalado por ellos como aquél destinado para los internos con malos antecedentes, o mal comportamiento. En tal sitio, no pueden descontar tiempo de su pena, razón por la cual alegan estárseles violando el derecho a la redención.

Aducen que a pesar de no haber solicitado aislamiento, los quieren ingresar a pabellones donde no pueden convivir por tener problemas. Han pedido la reubicación en el patio No. 5, donde pueden vivir y son aceptados. 

Las amenazas sobre sus prerrogativas las resumen así: A la vida, por quererlos llevar a la fuerza donde no pueden vivir y corren peligro sus vidas; a la igualdad, por habérsele solucionado ya la situación a otros internos; y sobre los demás derechos de los reclusos, por no tener la hora de sol, no poder hacer llamadas, no tener un trato digno y ser ubicados en lugares inapropiados.

3.- FALLO

Con base en el memorial de los actores y la posterior respuesta suministrada por el Director de la Cárcel Distrital, concluye el conociente que no se vislumbra vulneración a  derecho fundamental alguno. Considera que el director del establecimiento carcelario tiene plenas facultades legales para tomar medidas tendientes a controlar y evitar los brotes de indisciplina dentro del penal.

Destaca que de conformidad con los documentos allegados a la foliatura, aparecen dos intentos de riña como generadores del traslado de los accionantes, en especial por figurar como involucrados en uno de ellos, los señores DIEGO ALEXANDER QUINTERO y JORGE MARIO GALEANO ARROYAVE. En esas condiciones, no se puede pretender que en aras de satisfacer el deseo de los quejosos de permanecer en el patio quinto, se sacrifique la tranquilidad y la seguridad de la cárcel.

Infiere que si los accionantes están en aislamiento, tal situación obedece a petición en ese sentido por ellos elevada, tal como se observa a folio 10 de la foliatura; además, de ser infirmado por el director lo relacionado con la negación de acceso a recibir sol y de hacer llamadas telefónicas.  

4.- IMPUGNACIÓN

Sin presentar una sustentación formal, el accionante manifestó su deseo de acudir a la segunda instancia.  

5.- SE CONSIDERA
5.1. Asunto previo 
No obstante la falta de sustentación, es sabido que la segunda instancia en materia de tutelas procede con la mera manifestación expresa por parte del inconforme. Razón de más para que la Sala deba profundizar en todos los factores que incidieron en la presentación de la demanda, con mayor detalle incluso que frente a una alegación concreta.

5.2. Problema Jurídico

Se erige la acción de tutela como el mecanismo idóneo para lograr la efectiva protección de derechos fundamentales, cuando se evidencie su vulneración. Tarea primaria, en el actual asunto, será dilucidar si la situación a estudio presenta una connotación tal que amerite el amparo constitucional. 

5.3. Solución al debate planteado

Debidamente ha quedado decantado en nuestro sistema jurídico que el manejo de los reclusos corresponde al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, así se desprende de la lectura del articulado de la ley 65 de 1993. En tal codificación, está claramente establecido que en aras de conservar la disciplina y el normal funcionamiento de los centros carcelarios, sus directivas están revestidas de las facultades necesarias para el efecto. Esa potestad emana de la denominada por la doctrina Relación de Sujeción Especial, es decir, la condición de subordinación en la cual se haya el recluso frente a la Administración Penitenciaria, pues el Estado está en la obligación de velar por su integridad y para ello debe imponer los correctivos necesarios que preserven la seguridad del penal.

Sobre el particular son bastante dicientes normas como la contenida en el artículo 52, concerniente al reglamento general, del cual se desprenden los respectivos reglamentos internos adoptados dentro de cada establecimiento de reclusión, los cuales se ocupan entre otros aspectos de reglar lo relacionado con el diario quehacer carcelario como clasificación de internos, juntas para distribución y adjudicación de patios y celdas, alimentación, ejercicios físicos, contacto con el mundo exterior, etc.

Además, en aquellas situaciones originadas por el accionar de los internos, constitutivas de peligro evidente para la vida e integridad personal de sus compañeros, prevé el artículo 77 ejusdem la adopción de medidas rigurosas de seguridad, que pueden incluso llegar hasta el traslado a otro reclusorio.

Estudiados todos y cada uno de los documentos obrantes en la actuación, forzoso es colegir que las actividades desplegadas por parte de las directivas del penal, en primer lugar tienen un evidente origen legal y en segundo término, no son el producto de la arbitrariedad o el capricho, sino la consecuencia lógica y normal de las conductas excéntricas asumidas por los internos, encaminadas a conservar el orden interno, la disciplina y con mayor énfasis, la propia vida e integridad de las personas puestas bajo su cuidado y vigilancia, incluyendo por su supuesto a los señores GALEANO y QUINTERO.

Considera la Sala, que no se ha hecho cosa distinta a obrar de conformidad con la conducta de los reclusos, buscando aislarlos de entornos donde o bien pueden generar mayores traumatismos o pueden ver comprometida su integridad física, como medida transitoria porque a largo plazo se contempla la posibilidad de reubicación en centro carcelario diferente.

Sobre las facultades otorgadas y aplicables en casos como éste, en Sentencia C-394 de 1995 dijo la Corte Constitucional: 

Es un ejercicio razonable de la misión administrativa del Director del INPEC. Como es lógico, el INPEC debe garantizar la seguridad y el orden en los establecimientos, y además prever con prudencia, que pueda presentarse el desorden por la presencia de un detenido o condenado en un sitio determinado.

De otro lado, observa esta colegiatura que las decisiones tomadas no provienen exclusivamente de la dirección del penal, éstas han surgido de los órganos internos allí existentes, resaltándose en especial el contenido del acta No. 030
, signada por internos, en su calidad de delegados de los patios. En igual sentido, es preciso mencionar que contrario a lo manifestado en el escrito de tutela, obra en la actuación copia de las solicitudes que en su momento dirigieran los penados GALEANO ARROYAVE y QUINTERO, para ser aislados por motivos de seguridad.

Aparece entonces con claridad meridiana, que el desplazamiento hacia otros pabellones, está motivado en la necesidad de evitar futuros altercados, prevenir desórdenes, pero quizá lo más importante y trascendental, en la seguridad que se requiere brindar a quienes no son aceptados por sus compañeros de reclusión.      

En esas condiciones, no se vislumbra violación a derecho fundamental alguno. Razón le asiste al juez del conocimiento para negar la protección invocada, siendo imperiosa la convalidación del fallo. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira. 

SEGUNDO: Una vez ejecutoriado el fallo, se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE     VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

Secretaria de la Sala
� Fl. 9
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